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			PRESENTACIÓN


		




		

			Desde enero del 2020, el mundo es testigo de cómo la pandemia del COVID-19 se ha ido expandiendo por Asia, Europa, Norteamérica, América Latina, África y Oceanía de forma exponencial en algunas regiones; al punto que, a nivel mundial, nos acercamos a los 25 millones de contagiados y al millón de muertes. La preocupación mundial y regional se centra en encontrar rápidamente una vacuna —segura y eficiente—, sin perjuicio de seguir implementando medidas de prevención, contención y lucha contra el virus, con políticas excepcionales en materia sanitaria. 


			El Gobierno peruano no ha sido ajeno a declarar tempranamente la emergencia sanitaria y los estados de emergencia. Ello sin los resultados esperados, debido a que el impacto del coronavirus ha atravesado el tejido social y económico, así como la estructura del Estado nacional y descentralizado. Al parecer, los esfuerzos gubernamentales de los países que han apostado por concentrar sus recursos y capacidades para atender la salud pública, en algunos casos, han tenido un éxito relativo, en comparación a los que han apostado más por el libre mercado.


			En un mundo globalizado, los Gobiernos, las instituciones y los ciudadanos observan cotidianamente el avance o retroceso de la pandemia en otros países. En la academia no estamos ajenos a ello; por eso, en esta oportunidad, el Área de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú ha continuado desarrollando Desayunos Constitucionales en un formato virtual, para así poder compartir con profesores(as) invitados nacionales e internacionales, los desafíos de la lucha contra el COVID-19 al Estado Constitucional.


			De allí que, en una primera etapa, ofrecimos la publicación del libro electrónico Constitución y Emergencia Sanitaria (Lima: Palestra Editores, junio 2020). En esta oportunidad, presentamos un segundo volumen caracterizado por un análisis desde el Derecho comparado, que constituye el quinto método de interpretación constitucional (Häberle), y, desde el Derecho nacional. Por ello, hemos reunido en dos secciones las ponencias de nuestros expositores.


			Desde el análisis del Derecho comparado, y siguiendo la ruta del COVID-19, la Profesora Han Han, de la Academia China de Ciencias Sociales, realiza un análisis del constitucionalismo económico en China y las medidas de emergencia en Japón y Vietnam en la lucha contra el COVID-19; y la Profesora Selin Esen, de la Universidad de Ankara, presenta los impactos de la pandemia del COVID-19 en los derechos constitucionales en Turquía. 


			En el caso europeo, la Profesora Mar Aguilera Vaqués, de la Universidad de Barcelona, nos explica la figura del estado de alarma, y los derechos y libertades en la era post COVID-19 en España; el Profesor Renaud Bourget, de la Universidad de Niza (Francia), presenta la cuestión de la crisis sanitaria “sin fronteras”; la Profesora Giorgia Pavani, de la Universidad de Boloña, aborda el tema de las fuentes de la emergencia en Italia; y, el Profesor Rainer Arnold, de la Universidad de Regensburg, desarrolla las respuestas del Estado constitucional a la pandemia en Alemania.


			El epicentro de la pandemia pasó de Asia, a Europa y ahora a América del Norte y América Latina; por eso, Alfonso Herrera García, Profesor de la Universidad Panamericana, analiza el problema constitucional ante la emergencia pandémica en el caso mexicano; y, Nelson Pozo, ministro del Tribunal Constitucional de Chile, estudia las limitaciones de derechos en el estado de catástrofe y excepción constitucional.


			En una segunda parte, desde el Derecho nacional, las reflexiones de nuestros invitados internacionales se han acompañado con las presentaciones de la Profesora Milagros Revilla Izquierdo, quien escribe sobre el principio de subsidiaridad en el derecho comparado y su lucha contra el COVID-19; del Profesor Eddie Cajaleón Castilla, quien estudia al Parlamento frente al COVID-19 en el Perú, desde una perspectiva de los derechos fundamentales de los parlamentarios; y de la Profesora Milagros Campos Ramos, quien analiza el control parlamentario en tiempos de COVID-19.


			Continuando con las exposiciones nacionales, el Profesor Abraham Siles presenta el estado de emergencia y los derechos fundamentales en la era post COVID-19; la Profesora Elena Alvites estudia el acceso a la justicia en función de los objetivos de desarrollo sostenible en materia de salud en épocas de pandemia; la Profesora Trilce Valdivia analiza el principio de no discriminación y acceso a la atención médica en unidades de cuidados intensivos; y, por último, acompañamos el texto del Profesor Juan Carlos Díaz sobre el rol del Tribunal Constitucional durante la pandemia del COVID-19, y del suscrito sobre Gobierno e identidad digital, durante la emergencia sanitaria en la lucha contra el COVID-19.


			Finalmente, la grave alteración que ha producido el COVID-19 en el mundo pone en evidencia la necesidad de una mayor constitucionalización de las cuestiones internacionales, como una mayor internacionalización de los asuntos constitucionales. De modo que, cuando se distribuya la vacuna contra el COVID-19, esperamos que los Estados demuestren los valores humanistas en los que se basa el actual orden mundial, y no en el nacionalismo de algunas potencias garantes del lucro de grandes corporaciones químico-farmacéuticas.  


			Lima, 30 de agosto de 2020


			César Landa Arroyo
Coordinador
Área de Derecho Constitucional 
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			I.	INTRODUCCIÓN


			La pandemia del COVID-19, que inició en el año 2020, ha sido un asunto sanitario sumamente importante para todo el mundo. La lucha contra este nuevo virus no se ha limitado a los sistemas sanitarios, sino que se ha ampliado a casi todos los sectores públicos, tanto de nivel nacional como local. Pocos meses después, gracias a la cuarentena, la situación ya está bajo el control de la salud pública. Por su parte, los ciudadanos encontraron una situación sumamente difícil debido a varios obstáculos del desarrollo económico. En respuesta a la epidemia, China ha adoptado una movilización integral, implementación efectiva y supervisión paralela para persistir en la prevención de epidemias de conformidad con la ley.


			Desde la fundación de la República Popular de China, el país ha otorgado gran importancia a la formulación de leyes y reglamentos relacionados con la prevención y el control de epidemias. (Guoping Chen, 2020). La Constitución y “Ley de Respuesta de Emergencia de la República Popular de China” (2007) y la “Ley de la República Popular de China sobre Prevención y Control de Enfermedades Infecciosas” (1989, 2004 y 2013) formulada por el Comité Permanente del Congreso Nacional del Pueblo han sido promulgadas e implementadas. Guarda también relación la “Ley de Protección de los Animales Silvestres”, la “Ley de Prevención de Epidemias de Animales”, etc. Leyes y reglamentos relacionados, tales como el “Reglamento sobre emergencias de salud pública y respuestas de emergencia” promulgado por el Consejo de Estado, y las “Medidas de implementación de la Ley de la República Popular de China sobre Prevención y Control de Enfermedades Infecciosas” y “Reglas detalladas para la Implementación de la Ley de Salud Fronteriza y Cuarentena de la República Popular de China” promulgadas por los ministerios y comisiones de los Estados pertinentes, “El plan de implementación de las Regulaciones de Salud y Cuarentena de Tráfico Doméstico” y otras regulaciones departamentales han formado un sistema legal relativamente maduro. Estas leyes y reglamentos resumen concienzudamente la experiencia histórica de nuestro país en materia de prevención y control de epidemias, extraen lecciones de las prácticas de prevención y control de otros países y elaboran normas específicas y claras para la prevención y el control de epidemias. Frente a la pandemia de este virus, y conforme a estas leyes, China publicó una serie de políticas y medidas a distintos niveles para prevenir la pandemia y, al mismo tiempo, mantener el funcionamiento económico y su desarrollo.


			La prevención y el control de la epidemia son inseparables de la protección del Estado de derecho. Después del estallido de la epidemia, la Comisión Nacional de Salud emitió el Anuncio No. 1 de 2020 de manera oportuna, incluyendo al COVID-19 en la “Ley de Prevención y Control de Enfermedades Infecciosas de la República Popular de China” como una enfermedad infecciosa de Clase B, y adoptando medidas de prevención y control para enfermedades infecciosas de Clase A. El COVID-19 se incluyó en el tratamiento de enfermedades infecciosas legales, por lo que los infectados reciben los tratamientos médicos gratis. Los Gobiernos de todos los niveles, los departamentos administrativos de salud, otros departamentos gubernamentales y las instituciones médicas y de salud, adoptaron una serie de medidas de prevención y control, como el tratamiento de aislamiento del paciente, la observación médica aislada de contactos cercanos, etc. Todo esto es para prevenir y controlar conjuntamente la pandemia. Debe decirse que, en el campo de la prevención y el control de enfermedades infecciosas en China, especialmente el trabajo de respuesta a emergencia para la prevención y el control de epidemias, se han logrado resultados positivos (Jihong Mo, 2020).


			A medida que mejora la prevención y el control de la epidemia, el control del impacto de la epidemia en la economía se ha convertido en un tema nuevo. Para garantizar el desarrollo económico, el Estado ha formulado varias medidas orientadas a la reanudación del trabajo y la producción, incluidas las dimensiones horizontales y verticales de distintos ministros y de niveles nacionales y locales.


			II.	EL CONSTITUCIONALISMO ECONÓMICO EN CHINA FRENTE AL COVID-19


			2.1. El constitucionalismo económico en China


			Una constitución no es puramente un documento legal, ni tampoco es solamente un manifiesto político. La constitución es una carta económica que expresa las esperanzas y aspiraciones económicas de un país, y regula las actividades económicas de las partes constitucionales interesadas. A diferencia de los derechos privados económicos, las constituciones económicas son la garantía sustancial para que los ciudadanos tengan el derecho económico. Sin constitución económica, los derechos privados no funcionan con normalidad. La constitución económica también es una ruta para analizar los países en vía de desarrollo (Ngoc son Bui, 2019). El concepto directo de una constitución económica se refiere a una constitución derivada de una justificación económica general, creada o reformada a través de un proceso que funciona como una plataforma para que diferentes sectores de la sociedad deliberen cuestiones económicas. En consecuencia, esta aborda la identidad económica nacional, principios, derechos e instituciones estructurales en sus contenidos sustantivos. Las constituciones económicas tienen dos funciones principales: expresiva y regulativa. Los factores explicativos tentativos que pueden explicar las similitudes y diferencias en las constituciones económicas en los países en vía de desarrollo incluyen: las condiciones económicas preexistentes, el entorno institucional, la ideología nacional y el impacto de la globalización. Además, actualmente también se reflexiona sobre los impactos de emergencias sanitarias y su influencia en el sistema legal económico, especialmente en el desarrollo constitucional y económico.


			La regulación del sistema económico en la Constitución atrae cada día más atención en la actualidad, ello debido a la complejidad que tiene la sociedad para lograr la protección de los derechos fundamentales y controlar el poder nacional. Estos fines no requieren solamente los contenidos tradicionales de una constitución, tales como la definición de los derechos humanos básicos, sino también una regulación del sistema económico nacional para garantizar la base del desarrollo conjunto.


			La regulación constitucional de China sobre los sistemas económicos es general, sin intervenir en las acciones microeconómicas. Principalmente relaciona los principios y problemas claves: regula la propiedad de producción y las relaciones económicas básicas y regula los principios y políticas (Guangzhen Zhang, 2017, pp. 80-89). Desde una perspectiva estrecha, en la Constitución de China, desde el artículo 6 a 18, señala contenidos para regular los sistemas económicos nacionales. Pero, actualmente, existe la discusión de juristas respecto a si la constitución económica incluye también el ámbito financiero, de impuestos, de poder económico de la nación, el derecho de propiedad ciudadana y derechos económicos (Rolf Stober, 2008, pp. 21-39). Por ello, desde una perspectiva amplia, el artículo 62(9,10) también incluye en la constitución económica.


			2.1. Las medidas tomadas contra el COVID-19 en China


			En cuanto a las medidas tomados para luchar contra el COVID-19, el Gobierno seleccionó el objetivo general en China: aumentar el ajuste de la política macroeconómica. Este objetivo político económico se toma bajo el principio de incentivar el mercado con carácter social, disminuyendo poco a poco la intervención gubernamental en las actividades de microeconomía, pero concretar más las políticas guiando las acciones macroeconómicas para garantiza el desarrollo saludable del mercado con carácter social. Desde el inicio de la lucha contra el COVID-19, se han publicado una serie de medidas para proteger el desarrollo económico y los derechos de los trabajadores. Pueden dividirse de la siguiente manera:


			

					La promoción del desarrollo de la economía real. La pandemia del COVID-19 ha causado daños sustanciales al sistema de suministros. Por ejemplo, algunas compañías se han mudado al extranjero y otras han cerrado. Lo más urgente es reparar la cadena industrial —originalmente completa, pero quebrada por este virus— para reconstruir una nueva cadena de suministros.


					La innovación conduce a acelerar la conversión de energía cinética de antigua a nueva. Aunque la epidemia inevitablemente tendrá cierto impacto a corto plazo en la industria manufacturera de China, gracias al desarrollo tecnológico, el nivel general de automatización de la industria manufacturera de China ha mejorado considerablemente. Las capacidades de reparación y anti-riesgo de esta industria han aumentado gradualmente. La innovación tecnológica es una importante fuerza impulsora para el desarrollo, y la fabricación es la base de un país. La epidemia ha promovido el desarrollo de nuevas tecnologías, nuevos formatos comerciales e innovaciones en modelos de consumo, tales como advertencia de riesgo, trazabilidad de información, ciudades inteligentes, telemedicina, distribución no tripulada, consumo en línea, venta minorista de autoservicio, educación en línea, videoconferencia y operaciones corporativas en línea. Una serie de políticas favorables a las nuevas industrias han sido publicadas durante este periodo especial. 


					Innovar y mejorar los métodos de apoyo financiero en respuesta a los problemas urgentes de reembolso de la deuda, rotación de capital y expansión del financiamiento que enfrentan las empresas para reanudar el trabajo y la producción, y enumerar por separado la escala de crédito para áreas clave de prevención de epidemias, y proporcionar servicios para industrias, empresas privadas, pequeñas y microempresas que están más afectadas por la epidemia, así como brindar una línea de crédito especial. Es necesario ajustar y mejorar los arreglos para el pago corporativo y el pago de intereses, aumentar las extensiones de préstamos y los esfuerzos de renovación, y reducir o eximir adecuadamente los intereses de préstamos para pequeñas y microempresas, a fin de evitar que las cadenas de capital corporativo se rompan. Esto requiere que la política monetaria sea precisa para ayudar a las pequeñas y medianas empresas a resistir la presión; las políticas fiscales deben aumentar las fichas de negociación para ayudar a las pequeñas y medianas empresas a reducir efectivamente la presión; las pólizas de seguro deben ser más innovadoras para ayudar a las pequeñas y medianas empresas a aliviar efectivamente la presión. También es necesario mejorar la flexibilidad para ayudar a las pequeñas y medianas empresas a descargar la presión sin problemas.


					Las políticas de seguridad social tienen una función complementaria. China ha mantenido un porcentaje de desempleo relativamente bajo durante el periodo especial. Se publicaron una serie de políticas tanto para los empresarios como para los trabajadores con el fin de garantizar la taza de empleo, disminuir el gasto de recursos humanos y ofrecer un seguro social especial para las personas que han perdido el trabajo durante el periodo especial. Como contraparte, las medidas publicadas ofrecen apoyos concretos y, al mismo tiempo, limitan los poderes administrativos y evitan el abuso de los recursos públicos de cada nivel.


					El desarrollo industrial brinda oportunidades. Esta epidemia también ha promovido cambios estructurales en muchas industrias. El reemplazo acelerado de la “economía fuera de línea” por la “economía en línea”; el reemplazo acelerado de negocios “cargados” por negocios “gratuitos” y “sabiduría” La sustitución acelerada de las “ciudades tradicionales” por “ciudades inteligentes”, etc., ha generado muchas nuevas oportunidades de desarrollo. Mientras estén guiadas por políticas, seguramente se convertirán en nuevos puntos de crecimiento económico con un enorme potencial. Las políticas también funcionan para guiar la tendencia de promover la innovación tecnológica y las aplicaciones industriales, tales como inteligencia artificial, Internet de las cosas, big data y blockchain, enriquecer escenarios de aplicaciones 5G, promover la gestión y fabricación urbana, la digitalización y la transformación inteligente y la mejora de la industria de servicios y promover la transformación industrial. Lo más destacado es el desarrollo de industrias emergentes, que promovidas por políticas favorables desarrollaron una serie de agrupaciones industriales emergentes estratégicas. Al mismo tiempo, cabe preguntarse si todas estas empresas e individuos deben disfrutar de las políticas favorables o cómo se deben regular los contenidos de las políticas económicas en este periodo especial.


			


			III.	ANÁLISIS SOBRE LAS POLÍTICAS Y MEDIDAS ECONÓMICAS TOMADAS PAÍSES ASIÁTICOS PARA LA EMERGENCIA SANITARIA


			3.1. Reflexiones sobre la revisión de competencia justa y la de legalidad en la situación de prevención y control de epidemias del COVID-19 en China


			La revisión de competencia justa y la revisión de legalidad, estrictamente, son dos conceptos derivados del derecho de la competencia y el derecho administrativo. Sin embargo, frente la pandemia de COVID-19, se publicaron muchas políticas locales o de departamentos relacionadas a estos temas. Algunas son medidas de emergencia, por lo que se discute mucho sobre cuándo deben ser retiradas. También es un gran desafío para muchos derechos de departamentos. Por eso, es necesario la revisión de la legitimidad de las políticas gubernamentales de apoyo financiero en la lucha contra el COVID-19. 


			Desde el estallido de la epidemia en China, varios ministerios y comisiones nacionales, provincias, ciudades y localidades han introducido sucesivamente una gran cantidad de políticas y medidas para apoyar y ayudar a las empresas a responder al impacto de la epidemia. De acuerdo con los requisitos de las leyes y normas de emergencia, estas políticas deben adoptar un mecanismo que combine la revisión previa y la revisión posterior. 


			Para proteger la legalidad de los documentos regulatorios relevantes relacionados con el apoyo financiero emitido por el Gobierno, la revisión previa es principalmente una revisión de leal competencia. La revisión posterior es principalmente la revisión de la presentación y la supervisión de la legalidad de estos documentos regulatorios por parte del Comité Permanente del Congreso del Pueblo a todos los niveles. Conforme con el estado de derecho de emergencia, los departamentos financieros de todos los niveles deberían establecer un mecanismo para evaluar los efectos de la implementación y la oportuna eliminación de los documentos reglamentarios antes de que los comités permanentes de los congresos del pueblo al mismo nivel realicen una revisión post mortem, para combinar la revisión formal y la revisión sustantiva.


			Muchos Gobiernos provinciales han introducido políticas de cupones de consumo para disminuir los defectos del período de prevención y control de epidemias, con el propósito de estimular la demanda de los consumidores y volver a encaminar la economía. Dichos cupones han creado cierto grado de competencia para las empresas en las áreas subsidiadas y el mercado de distribución. En la actualidad, es necesario utilizar la competencia del mercado para fortalecer el objetivo de la política de cupones para el consumidor y utilizar las fuerzas del mercado para mejorar el efecto de la política de cupones para el consumidor. A través de esta experiencia, se debe llegar a un punto común en el que la política de cupones pueda mediar entre los intereses de distintos lados, especialmente el consumidor. La forma de emitir los vales de consumo debe tener en cuenta las cuestiones de equidad y eficiencia. La emisión de vales de consumo debe prestar atención a la revisión de sus efectos de promoción económica.


			Los subsidios gubernamentales y supervisión de empresas en la construcción del entorno empresarial y el Estado de derecho también es un tema importante. Los tipos de subsidios gubernamentales a las empresas, el status quo de las empresas subsidiadas por el Gobierno en el país y en el extranjero son factores relacionados. Para equilibrar su influencia, se debe evaluar desde tres aspectos: subsidios gubernamentales a las empresas, la práctica y la influencia de las empresas subsidiadas por el Gobierno y la legalización del entorno empresarial y el cumplimiento del Gobierno. Los requisitos de transparencia son una parte importante de todo el proceso de supervisión. Fortalecer la revisión de la competencia leal, incluso durante el período de prevención y control de epidemias, también es útil para promover la competencia leal, así como aumentar la transparencia de los subsidios y fortalecer la capacidad del Gobierno para gobernar, fortaleciendo así el efecto de los subsidios.


			Otra medida es ofrecer una ruta legal sobre recompensas y castigos del sistema de crédito en la lucha contra el COVID-19. Las recompensas y los castigos del sistema de crédito incluyen dos partes: incentivos conjuntos para la confiabilidad y castigo conjunto por la falta de confianza. Los académicos tienen cierto consenso sobre este último, es decir, en que se debe usar más métodos de motivación que de castigados, pero no hay suficiente investigación sobre lo primero; en la lista roja y negra del Gobierno, la lista roja se considera como un tipo de innovación del sistema debe atraer con más atención. El acto administrativo de otorgar beneficios todavía está a la espera una regulación más concreta conforme a la ley. Por lo tanto, se sospecha que la información moral es un secuestro moral; la base para la acción disciplinaria administrativa conjunta a nivel gubernamental es el memorando de cooperación, pero algunos de los memorandos de cooperación no se basan en la ley superior, y las normas en las diferentes regiones no están unificadas. Por lo tanto, es muy importante revisar la legalidad del memorando de cooperación.


			La vida de la ley radica en su implementación y la clave para su implementación radica en la supervisión. Esta epidemia ha expuesto muchas deficiencias y debilidades en el sistema de Estado de derecho en el país. Lo más destacado es la existencia del incumplimiento de la ley, aplicación de la ley laxa y violaciones no resueltas. Al fortalecer la supervisión de la implementación de las leyes relevantes, debe asegurase que estos sistemas legales se implementen de manera oportuna y efectiva.


			3.2. Las medidas en Japón


			El sistema de revisión de competencia leal de Japón ofrece garantías de derecho y de desarrollo al mismo tiempo. Este sistema está integrado, a su vez, en el sistema de evaluación de políticas administrativas, y tiene como objetivo cambiar el problema de priorizar el acceso a la presupuestaria y despreciar el desempeño real de las políticas. El sistema japonés de revisión de la competencia leal requiere una evaluación cuantitativa cuando sea posible.


			Los resultados de la evaluación en el presupuesto futuro tienen la función de alentar a las agencias administrativas a elegir los medios de política más eficientes. En el marco de este sistema, la Comisión de Comercio Justo de Japón toma la iniciativa en el sistema de revisión de la competencia leal y coopera activamente con el Ministerio de Asuntos Internos y Comunicaciones, haciendo pleno uso de los efectos incentivadores del sistema de revisión de la competencia justa, complementado con información abierta y transparente, revisión y supervisión del Congreso y responsabilidad. En Japón las revisiones estrictas antes y después de la formulación de políticas han funcionado bien antes del COVID-19. Las regulaciones de apoyo y las pautas de implementación de seguimiento del sistema de revisión de competencia leal de Japón son relativamente completas; los derechos y responsabilidades de todo el sistema son claros: el sistema de salvaguardas implementado es completo y tiene una operabilidad relativamente fuerte.


			 La construcción tanto del contenido jurídico como del mecanismo de supervisión es favorable a la lucha contra esta epidemia. Una de las medidas relevantes de la Comisión de Comercio Justo de Japón para responder a la nueva epidemia del COVID-19, es que, desde el estallido de la epidemia, Japón ha emitido muchas políticas especiales. El Gobierno japonés se ha centrado en mantener el orden de la competencia; proteger a las partes vulnerables en transacciones específicas, enfocarse en responder a las dudas y sentimientos públicos a través de pautas, preguntas y respuestas; abogar por la aplicación de la ley flexible y promover el concepto de interés público. Se hizo hincapié en la seguridad del consumidor y la protección del medio ambiente para definir los intereses públicos. Con respecto a la cuestión de los subsidios para los operadores comerciales, estos no deben proporcionarse con la condición de limitar el alcance de los métodos comerciales y de competencia. No se debe permitir que los operadores comerciales específicos obtengan una ventaja competitiva inadecuada. En el tema de la contratación pública, entre el público japonés existen inquietudes acerca de la calidad de las máscaras “Abe”, existiendo un problema de subcontratación y también hay problemas de comportamiento de adquisición irregular y opaco. 


			Las experiencias de Japón muestran la importancia de la política de competencia y otras leyes departamentales para supervisar el comportamiento del Gobierno, a fin de lograr la apertura, la transparencia y la aplicación meticulosa. Al mismo tiempo, es necesario aclarar los estándares de aplicación de la ley de competencia, teniendo en cuenta la eficiencia y la equidad.


			3.3. Experiencias en Vietnam


			En 2013, la enmienda constitucional de Vietnam tuvo el objetivo de promover la reforma integral de la economía del país, profundizar su integración en el mercado global y lograr la sostenibilidad (del desarrollo). La sexta sesión de la 13a Asamblea Nacional de Vietnam aprobó la Constitución de la República Socialista de Vietnam (Enmienda) (referida como la Constitución de 2013) el 23 de noviembre de 2013. Según la Sra. Nguyen Thi Kim Yin, miembro del Buró Político del Comité Central del Partido Comunista de Vietnam y Vicepresidente de la Asamblea Nacional de Vietnam, entre las disposiciones de la Constitución vietnamita de 2013, tienen mucha importancia los artículos de Economía-Sociedad, la innovación integral de Vietnam, la integración profunda en la sociedad internacional y la sostenibilidad. Los principales contenidos relacionados con el sistema económico y las actividades socioeconómicas son los siguientes: 


			a.	El artículo 50 estipula los objetivos de desarrollo sostenible, que reflejan claramente que el desarrollo económico y el desarrollo cultural, la realización del progreso social, la equidad, la justicia y la protección del medio ambiente están estrechamente vinculados.


			b.	Con respecto al sistema de propiedad, la Constitución de 2013 establece que respeta múltiples formas de propiedad y protege los derechos de propiedad privada y de herencia. La propiedad legal de individuos, organizaciones de inversión y empresas de producción y operación está protegida por la ley vietnamita y no será nacionalizada (artículo 51). El texto constitucional estipula claramente que la tierra, los recursos hídricos, los recursos minerales, los recursos marinos, los recursos del espacio aéreo, otros recursos naturales y las propiedades invertidas y administradas por el Estado son propiedad pública de todo el pueblo, y el Estado es el representante de la propiedad para la gestión unificada. El Estado solo lleva a cabo la expropiación de tierras cuando es necesario servir a la seguridad de la defensa nacional, el desarrollo económico y social, el interés nacional y el interés público. La adquisición de tierras debe llevarse a cabo bajo condiciones de apertura, alta transparencia y compensación de acuerdo con la ley. Además, el Estado expropiará tierras de acuerdo con la ley (artículo 54) cuando sea necesario realizar tareas de defensa y seguridad nacional o en situaciones de guerra, emergencia y prevención de desastres.


			c.	Con respecto a la protección y atención médica y de salud de las personas, la Constitución de 2013 estipula que todos tienen derecho a la protección sanitaria, la igualdad de acceso a los servicios médicos, están obligados a implementar regulaciones relevantes sobre prevención y tratamiento médico.


			Esta es la base constitucional y la garantía político-legal para el desarrollo económico y social de Vietnam. En 2020, si bien la situación de desarrollo económico de Vietnam aún encuentra dificultades, en comparación con muchos países, aún emite una señal positiva: en el primer trimestre, el producto interno bruto aumentó un 3,8% y el país estimuló activamente el consumo interno. Esto ha jugado un papel vital en la recuperación económica y se ha convertido en el principal motor del crecimiento de la economía de Vietnam, representando el 68% del PIB.


			La política de bloqueo de Vietnam duró solo 22 días, lo cual fue mucho más corto que otros países. Las políticas nacionales se dedican a aliviar la presión del consumidor sobre los residentes. En marzo se introdujo un paquete de estímulo por valor de 27 billones de VND para aumentar la demanda de los consumidores. Queda por ver si el consumo interno puede sostener el crecimiento económico a mediano y largo plazo.


			La fabricación es una industria importante para el crecimiento de Vietnam, ayudando al país a convertirse en uno de los principales en el sudeste asiático en términos de la relación entre el comercio total y el producto interno bruto (PIB). Sin embargo, el estallido de la epidemia ha bloqueado la cadena de suministro y la demanda de productos básicos en los principales mercados de exportación ha disminuido. Vietnam ha tomado una serie de medidas para mantener las operaciones de fabricación: el Gobierno coopera con empresas locales, fortalece la producción de instalaciones de protección de la salud de los trabajadores y ayuda a las empresas a penetrar en el mercado global.


			Este año sigue siendo un año desafiante para Vietnam y el desarrollo económico mundial. Sin embargo, si Vietnam continúa manteniendo los resultados de la prevención de epidemias y el plan de crecimiento está en línea con el desarrollo del mercado internacional, se espera que la economía vietnamita regrese al nivel anterior a la epidemia. Casi todas las organizaciones internacionales predicen que la economía de Vietnam se recuperará a fines de este año y crecerá rápidamente en el segundo año. El Banco Asiático de Desarrollo, el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional predicen que el PIB de Vietnam crecerá entre un 6,8% y un 7% en 2021.


			 Estas regulaciones y las políticas incentivas reflejan completamente la base de los tres pilares de la economía, la sociedad y el medio ambiente, según los cuales se esperan la innovación integral, la integración profunda en la sociedad internacional y el desarrollo sostenible. 


			IV.	REFLEXIONES FINALES


			La situación global está en proceso de evolución cada día más profunda, ni estamos en el periodo de guerra fría ni en un mundo de hegemonismo. El COVID-19 tiene influencia a todo el mundo; ningún país puede evitar la lucha contra este virus que también demostró, desde el punto de vista de salud pública, que la construcción de un destino común para todos los seres humanos también incluye el contenido de la seguridad sanitaria pública en cada país. Por eso, aunque la pandemia todavía esté en el curso, lo más importante es que en cada país se mantenga siempre el estado de derecho. La situación social básica no ha cambiado debido a la introducción de varios proyectos de ley de políticas que protege la competencia legal. 


			Al mismo tiempo, esta epidemia planteó tres obstáculos para cada país: cómo controlar la pandemia, cómo mantener el desarrollo económico y cómo recuperar los defectos existentes. Frente estos desafíos, China consideró en primera instancia ayudar a las industrias con alto contenido tecnológico y largas cadenas industriales, como la aviación, etc., ofreciendo las condiciones favorables para el desarrollo económico. Esto mantiene la base de derecho fundamental. En segundo lugar, las políticas favorables no significan la perdida de equilibro y de justicia. El fortalecimiento de la supervisión de los departamentos industriales y el apoyo a industrias ventajosas son claves para el interés general de todo el país. También se continúa fortaleciendo la posición fundamental de la política que regula las acciones de competencia. En la actualidad, las políticas de los subsidios financieros del Gobierno se están estandarizando gradualmente bajo el sistema de revisión de competencia leal. En tercer lugar, la definición de información crediticia es muy importante: el foco de la sanción crediticia conjunta es el límite entre la ley y la moralidad. La naturaleza cualitativa de los subsidios está relacionada con los juicios de valor. Se debe prestar atención a los subsidios que afectan el orden de la competencia en el mercado. 


			La lucha contra la epidemia todavía no termina. La conexión internacional no debe limitarse al aspecto comercial. Esta enfermedad nos ha dado una lección importante: la conexión de políticas públicas económicas tiene igual importancia a las de salud pública; los derechos fundamentales son de interés común y la base de un destino común para todos los seres humanos.
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			I.	INTRODUCCIÓN


			La pandemia de COVID-19 tiene efectos multidimensionales en las personas, comunidades y Estados. Por lo tanto, esta pandemia mundial no solo afecta directamente a los derechos constitucionales básicos —como el derecho a la vida, el derecho a la salud o el derecho a movimiento, las libertades de expresión y asociación y el derecho a la intimidad y a la propiedad privada, el derecho a un juicio rápido y el acceso a la justicia— sino que también los países encuentran dificultades en las esferas económica, política y cultural. Algunas medidas adoptadas por muchos países para eliminar la pandemia son tan drásticas que eso ha llevado a cuestionar su compatibilidad con la Constitución y los principios de democracia y Estado de derecho. 


			Evidentemente, la pandemia de COVID-19 ha afectado profundamente a Turquía, al igual que casi todos los países en el mundo. Por lo tanto, trataré de identificar los aspectos más problemáticos en el área derecho constitucional en cuanto a la lucha contra la pandemia en las siguientes páginas. 


			1.1. El Estado de emergencia como un instrumento jurídico para luchar contra las enfermedades pandémicas


			Muchos países han respondido a la epidemia de COVID-19 declarando el estado de emergencia. En efecto, de acuerdo con los datos del International Center for not-for-Profit Law, 87 países han declarado estado de emergencia debido al COVID-191. Como muchas constituciones, la Constitución turca de 1982 establece que el Ejecutivo puede declarar el estado de emergencia por motivos de salud. Ciertamente, el artículo 119 permite al presidente declarar el estado de emergencia debido a una enfermedad epidémica peligrosa. La decisión del Presidente sobre la declaración del estado de emergencia se publica en el Boletín Oficial y se somete a la aprobación del Parlamento el mismo día. El Presidente puede dictar decretos sobre asuntos requeridos por el estado de emergencia. Los decretos de emergencia tienen fuerza de ley y pueden restringir los derechos y libertades más que en tiempos ordinarios o suspenderlos durante el estado de emergencia. De hecho, de conformidad con el artículo 15 de la Constitución, en un estado de excepción, el ejercicio de los derechos y libertades fundamentales puede suspenderse parcial o totalmente. Se podrán adoptar medidas que suspendan las garantías consagradas en la Constitución.


			El mismo artículo estipula algunos límites para la suspensión de los derechos. En consecuencia, las medidas deben tomarse hasta el punto en que la situación lo exija. Las obligaciones en virtud del derecho internacional no pueden ser violadas. Incluso en el estado de emergencia, el derecho a la vida, la integridad física y espiritual del individuo serán inviolables. Nadie será obligado a revelar su religión, conciencia, pensamiento u opinión, ni ser acusado a causa de ellos. Los delitos y las penas no serán retroactivos. Tampoco nadie será considerado culpable hasta que ello no sea probado por una sentencia judicial.


			Los decretos emitidos durante el estado de emergencia deben aprobarse por el Parlamento en un plazo de tres meses. Si el Parlamento no los aprueba en el plazo de tres meses, los decretos son automáticamente derogados. El artículo 148.1 de la Constitución prohíbe un control de constitucionalidad de los decretos de emergencia ante el Tribunal Constitucional. Claramente, la falta de control judicial de los decretos de emergencia da lugar al Presidente a ejercer sus poderes arbitrariamente. Así, Turquía estuvo bajo el régimen de estado de excepción entre julio de 2016 y julio de 2018. El cambio del Tribunal Constitucional de su jurisprudencia sobre el control constitucional de los decretos de emergencia hizo que el Gobierno tomara acciones incompatibles con la Constitución y el principio de Estado de Derecho y, por lo tanto, allanó el camino para un Gobierno legalmente no responsable por sus actos. En efecto, durante este período, el Ejecutivo abusó de su poder con decretos de emergencia con la fuerza de ley regulando muchos asuntos que no eran pertinentes a la situación de emergencia2.


			Además de las provisiones constitucionales, la ley núm. 2935 sobre el Estado de Emergencia establece provisiones en relación con las enfermedades pandémicas. Así, la ley enumera las medidas que las autoridades administrativas pueden tomar en caso de un desastre natural o una enfermedad epidémica peligrosa. De conformidad con el artículo 9 de la ley num 2935, entre otros, las autoridades administrativas pueden prohibir la residencia en determinados lugares, restringir la entrada y salida a una determinada zona residencial, o evacuar una zona residencial; suspender la educación y la formación en todas las instituciones educativas públicas y privadas y cerrar dormitorios; inspeccionar lugares como restaurantes, tabernas, bares, clubes, salas de cine, teatros y lugares turísticos como hoteles y moteles y regularlos, limitar sus horarios de apertura y cierre y cerrarlos; limitar o suspender las vacaciones de personal público en el área de emergencia; usar todos los medios de comunicación en el área de emergencia y confiscarlos temporalmente si es necesario; regular la distribución de los artículos necesarios; limitar o prohibir la entrada y salida de medios de transporte a la área de emergencia.


			II.	LAS MEDIAS PARA ELIMINAR LA AMENAZA DEL COVID-19 Y LA CUESTIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD


			Al contrario de la mayoría de los países, el Gobierno turco ha luchado contra la pandemia sin declarar el estado de emergencia. Aquí la cuestión es si esta preferencia del Gobierno hace que el caso turco sea más democrático que otros países que han declarado el estado de emergencia. 


			Como casi en todos los países, el Gobierno turco ha limitado varios derechos constitucionales a fin de luchar la pandemia. Entre otros, se estableció el toque de queda y cuarentena; se prohibieron los viajes interurbanos sin un permiso emitido por los gobernadores provinciales; se cerraron los restaurantes, tiendas y centros comerciales; la educación formal en todos niveles fue suspendida y transformada a educación en línea; el uso de máscaras en las esferas públicas se hizo obligatorio; se suspendió el derecho de las vacaciones anuales del personal de salud. Aquí la siguiente cuestión es si tales medidas se han tomado de conformidad con la Constitución. Para responder a esta cuestión primero les remitiré las provisiones constitucionales relevantes.


			 El artículo 13 de la Constitución establece criterios para restringir los derechos y libertades. De acuerdo con este artículo, un derecho y libertad fundamental solo puede restringirse por la ley y de conformidad con los motivos escritos en el artículo relevante de la Constitución. Las restricciones cumplirán con los requisitos de la orden de la sociedad democrática y el principio de proporcionalidad. Por último, el artículo establece el respeto a la esencia del derecho como “límite de límites”. Además del artículo 13, el artículo 2 estipula que la República es una democracia que respeta los derechos humanos y basado en un estado de derecho.


			Sin embargo, muchas medidas tomadas por el Gobierno no cumplen el requisito de ser conformes con los motivos escritos en el artículo constitucional relevante establecido. Por ejemplo, hablemos de las medidas que afectan la libertad de circulación. La Constitución garantiza la libertad de circulación en el artículo 23 y estipula que esta libertad puede ser sujeta a limitaciones por razones de “investigar y enjuiciar un delito” y “prevenir crímenes”. Por lo tanto, el artículo 23 no permite que esta libertad se limite con fines de salud pública o epidemia en los tiempos ordinarios. 


			Algunas otras medidas son igualmente incompatibles con la Constitución. Por ejemplo, los servicios religiosos fueron prohibidos en las mezquitas. El Artículo 24.2 de la Constitución establece la libertad de culto. Esta provisión refiere al artículo 14 de la Constitución como el único límite constitucional a esta libertad. El Artículo 14 estipula la prohibición del abuso de los derechos y libertades fundamentales. De ahí, no tiene relación con la salud pública.


			También el Gobierno ha implementado varias medidas que afectan el mundo laboral, tales como la suspensión de las actividades económicas y comerciales no esenciales y la suspensión de despidos de empleados por tres meses. Estas medidas relacionadas con el derecho laboral restringen el derecho a propiedad, la libertad de trabajo y a celebrar contratos que, establecidas en el artículo 35 y artículo 48 en la Constitución, respectivamente. Si bien la Constitución permite al Parlamento limitar el derecho de propiedad únicamente con el objetivo de interés público, no establece ninguna restricción para la libertad de trabajo y celebrar contratos. 


			Por otro lado, se tomaron algunas medidas en relación con el acceso a la justicia. Por ejemplo, la ley núm. 7226 que se adoptó en el 25 de marzo de 2020 suspendió períodos de prescripción debido al COVID-19. De acuerdo con esta ley, el Consejo de Jueces y Acusadores pospuso todas las audiencias y negociaciones, excepto los asuntos urgentes y sobre los detenidos. La suspensión de períodos de la prescripción se puede considerar como una medida apropiada debido a la prevención de los impactos negativos de COVID-19 en una reclamación de derechos. Sin embargo, el aplazamiento de las audiencias en todos los tribunales ha dado lugar a un gran agravio para los detenidos. En efecto, los detenidos que probablemente serían liberados tuvieron que permanecer en custodia, porque las audiencias no podían celebrarse. Como otra media, se prohibió las visitas entre los detenidos y los condenados en cárcel y sus parientes y abogados. Es evidente que el derecho de los detenidos a ver a sus abogados es parte integrante del derecho al juicio justo que es garantizado en artículo 35 de la Constitución sin establecer ninguno motivo de limitación.


			La otra cuestión relativa a la constitucionalidad de las medidas contra el COVID-19 es si estas deben tomarse mediante un acto legislativo, es decir, una ley, o un acto administrativo. La respuesta de la Constitución es clara. Como he dicho arriba, el artículo 13 de la Constitución exige que las limitaciones a los derechos y libertades deben ser hechas por la ley, es decir, no por una medida administrativa. Sin embargo, las medidas relativas se han tomado mediante decretos administrativos emitidos por el Ministerio del Interior o por la presidencia. 


			Solo una pequeña parte de las medidas adoptadas debido al COVID-19 se basan en la ley3. De ahí que el Gobierno, para justificar la legalidad de las medidas, se haya amparado fundamentalmente en dos leyes aprobadas por el Parlamento. La primera es el artículo 11/C de la Ley de Administración Provincial, adoptada en el 10 de junio de 1949. El párrafo 1 del artículo 11/C de esta ley lista las facultades y los deberes de los gobernadores. Dicha provisión estipula asegurar la paz y seguridad, libertad y seguridad personal, bienestar público y la aplicación preventiva de la ley en la provincia como deberes del gobernador. A fin de implementarlas, el gobernador tomara “decisiones y medidas necesarias”. Lo cierto es que, de acuerdo con esta disposición, no habría ningún derecho ni libertad que la administración no pueda intervenir. La provisión adolece de generalidad y ambigüedad. Las facultades de los gobernadores para limitar los derechos deberían ser estrictas y detalladas. Por lo tanto, limitar un derecho constitucional con un acto administrativo basado en articulo 11/C infringiría la Constitución, ya que la disposición no prevé una regulación clara y concreta sobre la restricción de derechos.
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